
 

 

 

Ciudad de México, a 27 de mayo de 2022. 

DIP. HÉCTOR DÍAZ POLANCO 
PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA  
DE LA COMISIÓN PERMANENTE 
DEL CONGRESO DE LA CIUDAD DE MÉXICO,  
II LEGISLATURA 
P R E S E N T E 
 
Las que suscriben, Diputadas Miriam Valeria Cruz Flores, Valentina Batres Guadarrama, 
Marcela Fuente Castillo, Ana Francis López Bayghen Patiño, Alejandra Méndez Vicuña, 
Nancy Marlene Núñez Reséndiz, Yuriri Ayala Zúñiga y Xochitl Bravo Espinosa, integrantes 
del Grupo Parlamentario del Partido Morena y de la Asociación Parlamentaria Mujeres 
Demócratas, respectivamente, en la II Legislatura del Congreso de la Ciudad de México, con 
fundamento en el artículo 30, numeral 1, inciso b), de la Constitución Política de la Ciudad de 
México; 4, fracción XXI, y 12, fracción II, de la Ley Orgánica del Congreso de la Ciudad de 
México; 95, fracción II, y 96 del Reglamento del Congreso de la Ciudad de México, 
sometemos a consideración de esta soberanía la iniciativa con proyecto de decreto por el 
que se modifica el tercer párrafo artículo 76; y por el que se deroga el Capítulo V 
“Aborto”, perteneciente al Título Primero dentro del Libro Segundo y los artículos que 
lo integran, todos del Código Penal para el Distrito Federal, de conformidad con la 
siguiente: 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

I. Planteamiento del problema que la iniciativa pretenda resolver y solución que se 
propone. 

El aborto plantea uno de los dilemas más complejos que puede enfrentar un tribunal 
constitucional. De un lado, la protección jurídica que merece el producto en gestación y, del 
otro, los derechos de las mujeres, niñas, adolescentes y otras personas con capacidad de 
gestar. 
 
En este sentido, el pasado 07 de septiembre de 2021, la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación (SCJN) resolvió la Acción de inconstitucionalidad 148/2017, promovida por la 
entonces Procuraduría General de la República (ahora Fiscalía) en contra de los Poderes 
Legislativo y Ejecutivo de Coahuila, demandando la invalidez de los artículos 195, 196 y 224, 
fracción II, del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, determinando por diez 
votos que es inconstitucional criminalizar el aborto de manera absoluta, y se pronunció por 
primera vez a favor de garantizar el derecho de las mujeres y personas gestantes a decidir, 
sin enfrentar consecuencias penales. 
 
A partir de este fallo histórico no se podrá, sin violentar lo dispuesto por nuestra Constitución, 
procesar a ninguna mujer por interrumpir su embarazo. Esta decisión, sin precedente en 
América Latina, marca un antes y un después en la conquista por la igualdad de género; es 
un parteaguas en la lucha por los derechos de las mujeres y de las personas gestantes, y un 
paso definitivo para cimentar una sociedad más justa e igualitaria. 
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En este contexto, el Pleno de nuestro máximo Tribunal determinó que ni la Constitución ni los 
tratados internacionales han reconocido al concebido como una persona en el sentido 
jurídico, por lo que éste no es titular de derechos fundamentales. No obstante, se reconoció 
que tiene un valor intrínseco muy relevante, el cual incrementa en la medida en la que se 
acerca a su nacimiento. Frente a ese interés, sin embargo, se ubican los derechos de las 
mujeres y otras personas con capacidad de gestar, quienes verían modificada su vida y salud 
de manera trascendental si se le impone la decisión de llevar a término el embarazo. 
 
La Suprema Corte señaló que el producto de la gestación merece una protección que 
incrementa en el tiempo, a medida que avanza el embarazo. Sin embargo, precisó que esa 
protección no puede desconocer los derechos de las mujeres y personas gestantes a la
libertad reproductiva. Por lo tanto, estableció el Pleno, criminalizar de manera absoluta la 
interrupción del embarazo es inconstitucional. 
 
Al haberse alcanzado una mayoría que supera los ocho votos, las razones de la Corte obligan 
a todas y todos los jueces de México, tanto federales como locales. A partir de ahora, al 
resolver casos futuros, deberán considerar que son inconstitucionales las normas penales de 
las entidades federativas que criminalicen el aborto de manera absoluta, como lo son los tipos 
penales que no contemplan la posibilidad de interrumpir el embarazo en un periodo cercano 
a la implantación, o las normas que sólo prevean la posibilidad de abortar como excusas 
absolutorias, pues en esos supuestos la conducta se cataloga como un delito, aunque no se 
imponga una sanción. 
 
En consecuencia, este fallo impone a las personas juzgadoras en todo el país la obligación 
de aplicar estos argumentos para resolver casos relacionados con la interrupción del 
embarazo. De esta forma, marca la pauta para que los Congresos de las entidades 
federativas donde todavía no está despenalizado el aborto, comiencen a hacerlo con los 
criterios avalados por la SCJN en la sentencia que nos ocupa. 
 
Cabe destacar que la resolución en comento no provee marcos legislativos a escala nacional 
para que las mujeres y personas gestantes interrumpan sus embarazos de manera legal, 
segura y gratuita como ocurre en la Ciudad de México, Oaxaca, Hidalgo, Veracruz, Baja 
California y Colima, en donde el aborto es legal hasta la semana 12 de gestación; Sinaloa, en 
donde se despenalizó hasta la semana número 13; o recientemente en Guerrero, donde se 
derogó completamente el delito de aborto voluntario en beneficio de las mujeres y otras 
personas con capacidad de gestar. 
 
No obstante, marca la pauta para que los poderes legislativos de las entidades federativas 
trabajen en las modificaciones a la ley existente que despenalicen la interrupción voluntaria 
del embarazo. 
 
En conclusión, las autoridades locales y federales deben asegurar la no criminalización de 
las mujeres y personas gestantes por el ejercicio de sus derechos sexuales, por lo que deben 
analizarse todos los casos de personas acusadas por el delito de aborto en todo el país. 
 
Ante la resolución de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que por unanimidad
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determinó la inconstitucionalidad de criminalizar el aborto de manera absoluta, y su postura 
de garantizar el derecho de las mujeres y personas gestantes a decidir, sin enfrentar 
consecuencias penales, las autoridades de los tres niveles de gobierno, las fiscalías y 
procuradurías, así como los poderes judiciales locales, deben coadyuvar en el objetivo de 
evitar cualquier caso en el que se vulneren los derechos de quienes ejercen la decisión de 
abortar. 
 
Cabe destacar que, el 8 de septiembre del presente año, el Consejo de la Judicatura Federal 
(CJF) dio a conocer el acuerdo mediante el cual se definió que el Instituto Federal de 
Defensoría Pública (IFDP) brinde asesoría, representación y defensa a toda mujer que sea o 
haya sido sujeta a procedimiento en su contra por el delito de aborto. 

Ninguna mujer o persona gestante en el país debe enfrentar un proceso penal por ejercer su 
derecho al aborto, y el Estado mexicano debe garantizar el acceso a la justicia para quienes 
hoy están en esa situación. 
 
Por ello, para terminar de raíz con la criminalización, el derecho a la interrupción del embarazo 
no se puede quedar en el papel. Si queremos reivindicar plenamente las libertades de las 
mujeres y personas gestantes, debemos llevar hasta sus últimas consecuencias la sentencia 
de la Corte para que sus efectos protectores sean tangibles. 

 
Objetivo de la propuesta y motivaciones y argumentos que la sustentan. 

 
La presente iniciativa plantea derogar el Capítulo “Aborto” de nuestro Código Penal, en 
atención al derecho de las mujeres y otras personas con capacidad de gestar a decidir 
libremente sobre su propio cuerpo, y para abandonar de una vez por todas el uso del derecho 
penal para determinar quién tiene derecho a acceder a una interrupción del embarazo, cuándo 
o en qué circunstancias. 
 
El objetivo de derogar el delito de aborto (voluntario) del Código Penal vigente para la Ciudad de 

México es reconocer que se trata de un servicio de salud en atención al derecho de las mujeres a 

decidir libremente sobre su propio cuerpo por lo que los estándares y supuestos para su provisión 

deberán ser regulados por el sector salud a través de Guías de práctica clínica que atiendan a las 

directrices para el aborto de la Organización Mundial de la Salud, basadas en evidencia científica. 
 
La teoría de los derechos fundamentales, prima facie, implica dos tipos de definiciones, según 
Giorgio Pino: 

 
“1) se trata de una definición que tiene fines primariamente cognoscitivos y no ético-
políticos; no tiene el objetivo de indicar que derechos deberían ser considerados 
importantes o qué derecho deberían ser reconocidos y protegidos en determinado 
ordenamiento, sino de dar cuenta de la estructura y del funcionamiento de determinado 
fenómeno jurídico; 2) se trata de una definición que pretende ser utilizable con el fin de dar 
cuenta de diversas experiencias jurídico-positivas que sean suficientemente similares bajo 
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algunos aspectos relevantes (…)”1 
 
Es decir, en el constitucionalismo contemporáneo, el carácter de fundamentales “de estos 
derechos debe entenderse casi literalmente, en el sentido de que estos derechos son 
considerados como fundantes, respecto al ordenamiento jurídico en su conjunto, son los 
elementos que establecen de manera irrenunciable su identidad y conformación axiológica.”2 
 
Sirve de apoyo a lo anterior la jurisprudencia de la Primera Sala, cuyo texto y rubro indican:3 
 

“DERECHOS FUNDAMENTALES. SU DIMENSIÓN SUBJETIVA Y OBJETIVA. Los 
derechos fundamentales gozan de una doble cualidad dentro del ordenamiento jurídico 
mexicano, ya que comparten una función subjetiva y una objetiva. Por una parte, la función 
subjetiva implica la conformación de los derechos fundamentales como derechos públicos 
subjetivos, constituyéndose como inmunidades oponibles en relaciones de desigualdad 
formal, esto es, en relaciones con el Estado. Por otro lado, en virtud de su configuración 
normativa más abstracta y general, los derechos fundamentales tienen una función objetiva, 
en virtud de la cual unifican, identifican e integran, en un sistema jurídico determinado, a las 
restantes normas que cumplen funciones más específicas. Debido a la concepción de los 
derechos fundamentales como normas objetivas, los mismos permean en el resto de 
componentes del sistema jurídico, orientando e inspirando normas e instituciones 
pertenecientes al mismo.” 

 
Así, cuando hablamos del derecho de las mujeres a decidir libremente sobre su cuerpo, nos 
referimos a un derecho fundamental de naturaleza relativa, es decir, que no es absoluto, sino
limitable o restringible, siempre y cuando la restricción de mérito sea proporcional, idónea y 
necesaria, además de proporcional en sentido estricto, persiguiendo un fin 
constitucionalmente válido. El empleo del derecho penal para definir los límites del derecho a 
decidir de las mujeres y otras personas con capacidad de gestar carece de proporcionalidad, 
y el legislador debe explorar otras rutas que el derecho plantea de carácter menos lesivo, 
pues el riesgo de cometer una injusticia es demasiado elevado cuando se recurre al derecho 
penal como sustento de una política pública. 
 
De ahí que se estime que el Estado no debe de sancionar de manera punitiva a las mujeres 
u otras personas con capacidad de gestar que interrumpan su embarazo. Al respecto, debe 
estimarse que el derecho a decidir libremente sobre su cuerpo presenta, en consecuencia, 
dos vertientes de tratamiento: como libertad y como derecho prestacional. Es por ello que en 
la Ciudad de México se debe garantizar el pleno ejercicio de una y otro de manera integral y 
eficiente. 
 
Por otra parte, en términos de Peter Haberle, “la idea central es el perfeccionamiento de la

 
1 PINO, Giorgio, El constitucionalismo de los derechos, Perú, Zela, 2018, p 165. 

2 Ídem. 

3 Visible en la página 333 del Libro 34, septiembre de 2016, Tomo I, del semanario judicial y su gaceta; esto es, durante 
la Décima Época. 
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validez que asegura los derechos fundamentales”,4 bajo las siguientes tesis: 
 

• Los derechos fundamentales tienen una dimensión jurídico-individual por virtud de 
la cual el Estado debe servir una prestación. 

• Su estatus jurídico-material debe ser ampliado en el sentido de la prestación 
estatal cumplimentada por el propio Estado. 

 

• Se trata de la libertad real por medio de la igualdad de oportunidades en el sentido 
de un trato igual. 

 

• Todos los derechos fundamentales son elementos de integración de una sociedad 
en un amplio sentido.5 

 
Sirve de sustento a lo anterior la Jurisprudencia de la Segunda Sala de nuestro Máximo 
Tribunal, cuyo texto y rubro indican:6 
 

“PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS. SU NATURALEZA 
Y FUNCIÓN EN EL ESTADO MEXICANO. El principio de progresividad que rige en materia 
de los derechos humanos implica tanto gradualidad como progreso. La gradualidad se refiere 
a que, generalmente, la efectividad de los derechos humanos no se logra de manera 
inmediata, sino que conlleva todo un proceso que supone definir metas a corto, mediano y 
largo plazos. Por su parte, el progreso implica que el disfrute de los derechos siempre debe 
mejorar. En tal sentido, el principio de progresividad de los derechos humanos se relaciona 
no sólo con la prohibición de regresividad del disfrute de los derechos fundamentales, sino
también con la obligación positiva de promoverlos de manera progresiva y gradual, pues
como lo señaló el Constituyente Permanente, el Estado mexicano tiene el mandato 
constitucional de realizar todos los cambios y transformaciones necesarias en la estructura 
económica, social, política y cultural del país, de manera que se garantice que todas las 
personas puedan disfrutar de sus derechos humanos. Por tanto, el principio aludido exige a 
todas las autoridades del Estado mexicano, en el ámbito de su competencia, incrementar el 
grado de tutela en la promoción, respeto, protección y garantía de los derechos humanos y 
también les impide, en virtud de su expresión de no regresividad, adoptar medidas que sin 
plena justificación constitucional disminuyan el nivel de la protección a los derechos 
humanos de quienes se someten al orden jurídico del Estado mexicano.” 

 
Por tanto, la presente iniciativa se ocupa de eliminar el delito de aborto del Código Penal, con 

 
4 HÄBERLE, Peter, Los derechos fundamentales en el Estado prestacional, Perú, Palestra, 2019, pp. 159 

5 Ídem. 

6 Visible en la página 980 del Libro 63, febrero de 2019, Tomo I, del semanario judicial y su gaceta; esto es, durante la 
Décima Época. 
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base en una concepción de los derechos fundamentales que únicamente limita o restringe su 
ejercicio pero no lo castiga. Lo anterior, con base en las determinaciones de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, así como su 
vinculación con los derechos a la salud, integridad personal y a la vida tanto de la madre como 
del producto. 
 
Es aplicable a la premisa anterior la tesis de jurisprudencia de la Primera Sala, cuyo texto y 
rubro indican:7 
 

“DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD. SU DIMENSIÓN 
EXTERNA E INTERNA. La libertad "indefinida" que es tutelada por el derecho al libre 
desarrollo de la personalidad complementa las otras libertades más específicas, tales como
la libertad de conciencia o la libertad de expresión, puesto que su función es salvaguardar la 
"esfera personal" que no se encuentra protegida por las libertades más tradicionales y 
concretas. En este sentido, este derecho es especialmente importante frente a las nuevas 
amenazas a la libertad individual que se presentan en la actualidad. Ahora bien, la doctrina 
especializada señala que el libre desarrollo de la personalidad tiene una dimensión externa 
y una interna. Desde el punto de vista externo, el derecho da cobertura a una genérica 
"libertad de acción" que permite realizar cualquier actividad que el individuo considere 
necesaria para el desarrollo de su personalidad. En cambio, desde una perspectiva interna, 
el derecho protege una "esfera de privacidad" del individuo en contra de las incursiones 
externas que limitan la capacidad para tomar ciertas decisiones a través de las cuales se 
ejerce la autonomía personal. Al respecto, si bien en un plano conceptual puede trazarse 
esta distinción entre los aspectos externos e internos, resulta complicado adscribir los casos 
de ejercicio de este derecho a una sola de estas dimensiones. Ello es así, porque las 
acciones que realizan los individuos en el ejercicio de su autonomía personal suponen la 
decisión de llevar a cabo esa acción, al tiempo que las decisiones sobre aspectos que en 
principio sólo incumben al individuo normalmente requieren de ciertas acciones para 
materializarlas. En todo caso, parece que se trata de una cuestión de énfasis. Así, mientras 
que hay situaciones en las que el aspecto más relevante de la autonomía personal se aprecia 
en la acción realizada, existen otras situaciones en las que el ejercicio de la autonomía se 
observa más claramente a través de la decisión adoptada por la persona.” 

 
Aquí, la problemática, en esencia, se basa en eliminar el delito de aborto del Código Penal de 
la Ciudad de México, tomando como referencia el derecho de la mujer para gozar de la
autodeterminación sobre su cuerpo, en la inteligencia de que el derecho a interrumpir su 
embarazo puede ir enfocado a la protección de sus metas personales o de la salvaguarda de 
su derecho a la vida y a la salud. 
 

LIBRE AUTODETERMINACIÓN DE LAS MUJERES SOBRE SU CUERPO 

 
En cuanto al primero de los derechos indicados, el libre desarrollo de la personalidad en su 
vertiente de la libre autodeterminación de las mujeres sobre su cuerpo, la Suprema Corte de 

 
7 Visible en la página 491 del Libro 63, febrero de 2019, Tomo I, del semanario judicial y su gaceta; esto es, durante la 
Décima Época. 
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Justicia de la Nación ha hecho hincapié en ese derecho desde diferentes dimensiones, 
indicado que es de naturaleza poliédrica. 
 
En ese contexto, sostuvo que este derecho puede concebirse como: 

 

“El libre desarrollo de la personalidad constituye la expresión jurídica del principio liberal de 
"autonomía de la persona", de acuerdo con el cual la libre elección individual de planes de 
vida es valiosa en sí misma, por lo cual, el Estado tiene prohibido interferir en su elección, 
debiéndose limitar a diseñar instituciones que faciliten la persecución individual de esos 
planes de vida y la satisfacción de los ideales de virtud que cada quién elija, así como a 
impedir la interferencia de otras personas en su persecución.”8 

 
Cabe destacar que este derecho guarda relación directa con la elección individual de los planes 
de vida de una persona, desde su concepción per se, de importancia directa y autónoma. 
Asimismo, el Estado, en nuestro caso la Ciudad de México, debe facilitar a partir de sus 
instituciones la realización de esos planes de vida y la satisfacción de los ideales que la 
persona elija. 
 
Para dar cumplimiento a lo anterior, es necesario remover todos los obstáculos que se pueden 
resultar discriminatorios para que las personas puedan acceder a esos planes de vida con la 
cooperación directa del Estado prestacional. En esta tesitura, nuestra iniciativa busca eliminar 
los obstáculos discriminatorios frente a los que se encuentra una mujer cuando válida y 
constitucionalmente quiere interrumpir su embarazo. 
 
También, nuestro Máximo Tribunal sostuvo que: 
 

“En el sistema jurídico mexicano, el libre desarrollo de la personalidad es un derecho 
fundamental que permite a los individuos elegir y materializar los planes de vida que 
estimen convenientes, cuyos límites externos son exclusivamente el orden público y los 
derechos de terceros.”9 

 
Es por ello que, el límite a la realización de este derecho lo impone tanto el orden público 
como los derechos de terceros,9 precisando que éste es un derecho de carácter relativo al 
que se le pueden imponer límites o restricciones siempre y cuando estas sean 

 
8 Visible en la página 381 del Libro 38, enero de 2017, Tomo I, del semanario judicial y su gaceta; esto es, durante la 
Décima Época. 

 

9 “DERECHOS DE TERCEROS Y ORDEN PÚBLICO. CONSTITUYEN LÍMITES EXTERNOS DEL DERECHO AL LIBRE 
DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD. Si bien el libre desarrollo de la personalidad da cobertura prima facie a un derecho 
más específico consistente en consumir marihuana con fines lúdicos o recreativos, ello no significa que ese derecho tenga 
un carácter definitivo. En este sentido, como no puede ser de otra manera, el libre desarrollo de la personalidad no es un 
derecho absoluto, por lo que puede ser limitado con la finalidad de perseguir algún objetivo constitucionalmente válido. 
Este derecho encuentra algunos de sus límites en los derechos de los demás y en el orden público. De esta manera, estos 
límites externos al derecho fundamental funcionan como cláusulas que autorizan al legislador a intervenir en el libre 
desarrollo de la personalidad, siempre que tal intervención sea idónea, y no resulte innecesaria o desproporcionada en 
sentido estricto.”, visible en la página 899 del Libro 36, noviembre de 2016, Tomo II, del semanario judicial y su gaceta; 
esto es, durante la Décima Época.” 
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constitucionalmente válidas. En el caso y únicamente siendo puntuales sobre el derecho a la 
libre autodeterminación sobre el propio cuerpo, dicho límite lo impone el debate sobre en qué 
momento el producto es persona y, por ende, goza del derecho de protección a su vida, que 
también debe ser custodiado por el Estado. 
 
Es aplicable a lo anterior la tesis aislada de la Primera Sala, cuyo texto y rubro indican:10 
 

“DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD. BRINDA 
PROTECCIÓN A UN ÁREA RESIDUAL DE LIBERTAD QUE NO SE ENCUENTRA 
CUBIERTA POR LAS OTRAS LIBERTADES PÚBLICAS. La Constitución mexicana 
otorga una amplia protección a la autonomía de las personas, al garantizar el goce de 
ciertos bienes que son indispensables para la elección y materialización de los planes de 
vida que los individuos se proponen. Así, en términos generales, puede decirse que los 
derechos fundamentales tienen la función de "atrincherar" esos bienes contra medidas 
estatales o actuaciones de terceras personas que puedan afectar la autonomía personal. 
De esta manera, los derechos incluidos en ese "coto vedado" están vinculados con la 
satisfacción de esos bienes básicos que son necesarios para la satisfacción de cualquier 
plan de vida. En este orden de ideas, el bien más genérico que se requiere para garantizar
la autonomía de las personas, es precisamente la libertad de realizar cualquier conducta 
que no perjudique a terceros. En este sentido, la Constitución y los tratados internacionales 
reconocen un catálogo de "derechos de libertad" que se traducen en permisos para realizar 
determinadas acciones que se estiman valiosas para la autonomía de las personas 
(expresar opiniones, moverse sin impedimentos, asociarse, adoptar una religión u otro tipo 
de creencia, elegir una profesión o trabajo, etcétera), al tiempo que también comportan 
límites negativos dirigidos a los poderes públicos y a terceros, toda vez que imponen 
prohibiciones de intervenir u obstaculizar las acciones permitidas por el derecho 
fundamental en cuestión. Ahora bien, el derecho al libre desarrollo de la personalidad brinda 
protección a un "área residual de libertad" que no se encuentra cubierta por las otras 
libertades públicas. En efecto, estos derechos fundamentales protegen la libertad de 
actuación humana de ciertos "espacios vitales" que, de acuerdo con la experiencia 
histórica, son más susceptibles de ser afectados por el poder público; sin embargo, cuando 
un determinado "espacio vital" es intervenido a través de una medida estatal y no se 
encuentra expresamente protegido por un derecho de libertad específico, las personas 
pueden invocar la protección del derecho al libre desarrollo de la personalidad. De esta
manera, este derecho puede entrar en juego siempre que una acción no se encuentre 
tutelada por un derecho de libertad específico.” 

 

DERECHO A LA SALUD 

 
El derecho a la salud, atendiendo al parámetro de regularidad constitucional, se encuentra 
reconocido, entre otros preceptos, en el artículo 4° de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, así como en los diversos 5.1 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, 10 del Protocolo adicional a la Convención sobre Derechos Humanos en materia 

 
10 Visible en la página 896 del Libro 36, noviembre de 2016, Tomo II, del semanario judicial y su gaceta; esto es, durante 
la Décima Época. 
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de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y 12 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, todos ellos firmados y ratificados por el Estado Mexicano, 
lo que los hace parte integrante del bloque de convencionalidad 
 
Al respecto, nuestro Máximo Tribunal ha sostenido que el derecho a salud y su disfrute más 
alto, tiene doble naturaleza: social e individual. 
 
En cuanto a lo social, consiste en el deber del Estado de atender los problemas de salud que 
afectan a la sociedad en general, así como en establecer los mecanismos necesarios para 
que todas las personas tengan acceso a los servicios de salud. 
 
Dichos servicios públicos, concebidos para atender a la población general, se prestan en
establecimientos públicos de salud a los residentes del país, estando regidos por los criterios 
de universalidad, gratuidad, y progresividad. 
 

Es por ello que, la dimensión o faceta individual, se traduce en la obtención de un determinado 
bienestar general integrado por el estado físico, mental, emocional y social de la persona, del 
que deriva otro derecho fundamental, consistente en el derecho a la integridad físico-
psicológica. 

 
Sirve de apoyo a lo anterior la Jurisprudencia de la Primera Sala, cuyo texto y rubro indican:11 
 

“DERECHO A LA PROTECCIÓN DE LA SALUD. DIMENSIONES INDIVIDUAL Y SOCIAL.  
La protección de la salud es un objetivo que el Estado puede perseguir legítimamente, toda 
vez que se trata de un derecho fundamental reconocido en el artículo 4o. constitucional, en 
el cual se establece expresamente que toda persona tiene derecho a la protección de la 
salud. Al respecto, no hay que perder de vista que este derecho tiene una proyección tanto 
individual o personal, como una pública o social. Respecto a la protección a la salud de las 
personas en lo individual, el derecho a la salud se traduce en la obtención de un determinado 
bienestar general integrado por el estado físico, mental, emocional y social de la persona, 
del que deriva otro derecho fundamental, consistente en el derecho a la integridad físico-
psicológica. De ahí que resulta evidente que el Estado tiene un interés constitucional en 
procurarles a las personas en lo individual un adecuado estado de salud y bienestar. Por 
otro lado, la faceta social o pública del derecho a la salud consiste en el deber del Estado de 
atender los problemas de salud que afectan a la sociedad en general, así como en establecer
los mecanismos necesarios para que todas las personas tengan acceso a los servicios de 
salud. Lo anterior comprende el deber de emprender las acciones necesarias para alcanzar 
ese fin, tales como el desarrollo de políticas públicas, controles de calidad de los servicios 
de salud, identificación de los principales problemas que afecten la salud pública del 
conglomerado social, entre otras.” 

 
El derecho a la salud debe ser custodiado y garantiza por las autoridades de la Ciudad de 
México en su doble vertiente, tanto social como individual. Es por ello que, se busca proteger 

 
12 

Visible en la página 486 del Libro 63, febrero de 2019, Tomo I, del semanario judicial y su gaceta; esto es, durante 
la Décima Época. 
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el derecho a la salud de la madre que puede tener un embarazo de alto riesgo que la ponga 
en peligro inminente.12 
 
Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, al resolver el caso Artavia Murillo 
y otros Vs. Costa Rica, determinó que:13 
 

“148. La Corte ha señalado que los Estados son responsables de regular y fiscalizar la 
prestación de los servicios de salud para lograr una efectiva protección de los derechos a 
la vida y a la integridad personal. La salud constituye un estado de completo bienestar físico, 
mental y social, y no solamente la ausencia de afecciones o enfermedades. En relación con 
el derecho a la integridad personal, cabe resaltar que para el Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, la salud genésica significa que “la mujer y el hombre
están en libertad para decidir si desean reproducirse y en qué momento, y tienen el derecho 
de estar informados y tener acceso a métodos de planificación familiar seguros, eficaces, 
asequibles y aceptables de su elección, así como el derecho de acceso a los pertinentes 
servicios de atención de la salud.” 

 
Siendo de puntualización pormenorizada el hecho de que los Estados son responsables de 
regular y fiscalizar la prestación de los servicios de salud para lograr una efectiva protección 
de los derechos a la vida y a la integridad personal. 
 
Por otra parte, la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver el amparo en revisión 
1388/2015, sostuvo que: 
 

“En conclusión, en concepto de esta Sala, las disposiciones de la Ley General de Salud 
pueden interpretarse en el sentido de garantizar el acceso a servicios de interrupción 
de embarazo por razones de salud, dado que éstos pueden claramente entenderse como 
servicios de atención médica prioritaria (proteger a la mujer en el embarazo, parto y 
puerperio) y como una acción terapéutica adecuada para preservar, restaurar y proteger la 
salud de las mujeres en todas sus dimensiones.” [énfasis añadido) 

 
Subrayando que el acceso a una interrupción del embarazo por riesgo a la salud, como un 
servicio de atención médica, incluye tanto el acceso a una valoración apropiada de los riesgos 
asociados con el embarazo como a los procedimientos adecuados para interrumpir los
embarazos riesgosos, si así lo solicitase la mujer.14 
 
Por tanto, como lo sostuvo nuestro Alto Tribunal, la interrupción del embarazo por razones de 
salud implica que el Estado tiene la obligación de proveer servicios de salud y tratamiento 
médico apropiado para evitar que las mujeres continúen –contra su voluntad- un embarazo 
que las coloca en riesgo de padecer una afectación de salud. 

 
13 

“Respecto al acceso universal a los servicios de cuidado de la salud y su prestación oportuna y equitativa, el sistema 
y las instalaciones públicas de salud tienen un deber institucional”. Lo determinó nuestro Máximo Tribunal al resolver 
el amparo en revisión 1388/2015. 

13 Véase Artavia Murillo vs. Costa Rica. Fondo. Sentencia de 28 de noviembre de 2012. Serie C, núm., 257, párrafo 
148. 

14 https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/listas/documento_dos/2019-04/AR%201388-2015%20-%20190404.pdf 
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Este acceso debe estar garantizado por las instituciones de Salud de la Ciudad de México, 
como un servicio de atención médica al que las mujeres tienen derecho en los casos en que 
la práctica de la interrupción del embarazo sea necesaria para resolver una cuestión de salud, 
cuestión que no debe de ser de ninguna manera sancionada o penada por el Estado, sino 
reconocida y regulada. 
 
Es aplicable a lo anterior la tesis aislada de la Primera Sala, cuyo texto y rubro indican:15 
 

“DERECHO A LA SALUD. SU REGULACIÓN EN EL ARTÍCULO 4o. DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y SU 
COMPLEMENTARIEDAD CON LOS TRATADOS INTERNACIONALES EN MATERIA DE 
DERECHOS HUMANOS. Este Alto Tribunal ha señalado que el derecho a la protección de 
la salud previsto en el citado precepto constitucional tiene, entre otras finalidades, la de 
garantizar el disfrute de servicios de salud y de asistencia social que satisfagan las 
necesidades de la población, y que por servicios de salud se entienden las acciones 
dirigidas a proteger, promover y restaurar la salud de la persona y de la colectividad. Así, 
lo anterior es compatible con varios instrumentos internacionales de derechos humanos, 
entre los que destacan el apartado 1 del artículo 25 de la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos, que señala que toda persona tiene derecho a un nivel de vida 
adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar y en especial la 
alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales 
necesarios; el artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, que alude al derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de
salud física y mental, y refiere que los Estados deben adoptar medidas para asegurar la 
plena efectividad de este derecho; y el artículo 10 del Protocolo Adicional a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales "Protocolo de San Salvador", según el cual toda persona tiene derecho a la 
salud, entendida como el disfrute del más alto nivel de bienestar físico, mental y social. En 
ese sentido y en congruencia con lo establecido por el Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, el derecho a la salud debe entenderse como 
una garantía fundamental e indispensable para el ejercicio de los demás derechos 
humanos y no sólo como el derecho a estar sano. Así, el derecho a la salud entraña 
libertades y derechos, entre las primeras, la relativa a controlar la salud y el cuerpo, con 
inclusión de la libertad sexual y genésica, y el derecho a no padecer injerencias, torturas, 
tratamientos o experimentos médicos no consensuales; y entre los derechos, el relativo a 
un sistema de protección de la salud que brinde a las personas oportunidades iguales para 
disfrutar del más alto nivel posible de salud. Asimismo, la protección del derecho a la salud 
incluye, entre otras, las obligaciones de adoptar leyes u otras medidas para velar por el 
acceso igual a la atención de la salud y los servicios relacionados con ella; vigilar que la
privatización del sector de la salud no represente una amenaza para la disponibilidad, 
accesibilidad, aceptabilidad y calidad de los servicios; controlar la comercialización de 
equipo médico y medicamentos por terceros, y asegurar que los facultativos y otros 
profesionales de la salud reúnan las condiciones necesarias de educación y experiencia; 

 
15 Visible en la página 457 del Tomo XXVIII, Julio de 2008, del semanario judicial y su gaceta; esto es, durante la Novena 
Época 
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de ahí que el derecho a la salud debe entenderse como un derecho al disfrute de toda una 
gama de facilidades, bienes, servicios y condiciones necesarios para alcanzar el más alto 
nivel posible de salud.” 

 
Dicho acceso a la salud, en las instituciones públicas, debe realizarse en todo momento a la 
luz del principio de igualdad y no discriminación, tutelado en los artículos 1°, quinto párrafo
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 1.1 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos.16 
 
Al tenor de la eliminación de todos los obstáculos que pudiesen ser de naturaleza 
discriminatoria en el acceso de las mujeres a la interrupción de su embarazo, ya sea con base 
en el derecho al libre desarrollo de la personalidad, o bien, en aras de garantizar su derecho
a la salud cuando se tiene un embarazo de alto riesgo que la ponga en peligro inminente. 
 
Es aplicable a lo anterior, por las razones que la sustentan, la Jurisprudencia de la Primera 
Sala, cuyo texto y rubro indican:17 
 

“DERECHO HUMANO A LA IGUALDAD JURÍDICA. DIFERENCIAS ENTRE SUS 
MODALIDADES CONCEPTUALES. El citado derecho humano, como principio adjetivo, se 
configura por distintas facetas que, aunque son interdependientes y complementarias entre 
sí, pueden distinguirse conceptualmente en dos modalidades: 1) la igualdad formal o de 
derecho; y, 2) la igualdad sustantiva o de hecho. La primera es una protección contra 
distinciones o tratos arbitrarios y se compone a su vez de la igualdad ante la ley, como 
uniformidad en la aplicación de la norma jurídica por parte de todas las autoridades, e 
igualdad en la norma jurídica, que va dirigida a la autoridad materialmente legislativa y que 
consiste en el control del contenido de las normas a fin de evitar diferenciaciones legislativas 
sin justificación constitucional o violatorias del principio de proporcionalidad en sentido 
amplio. Las violaciones a esta faceta del principio de igualdad jurídica dan lugar a actos 
discriminatorios directos, cuando la distinción en la aplicación o en la norma obedece 
explícitamente a un factor prohibido o no justificado constitucionalmente, o a actos 
discriminatorios indirectos, que se dan cuando la aplicación de la norma o su contenido es 
aparentemente neutra, pero el efecto o su resultado conlleva a una diferenciación o exclusión 
desproporcionada de cierto grupo social, sin que exista una justificación objetiva para ello. 
Por su parte, la segunda modalidad (igualdad sustantiva o de hecho) radica en alcanzar una 
paridad de oportunidades en el goce y ejercicio real y efectivo de los derechos humanos de 
todas las personas, lo que conlleva que en algunos casos sea necesario remover y/o 
disminuir los obstáculos sociales, políticos, culturales, económicos o de cualquier otra índole 
que impidan a los integrantes de ciertos grupos sociales vulnerables gozar y ejercer tales 
derechos. Por ello, la violación a este principio surge cuando existe una discriminación 
estructural en contra de un grupo social o sus integrantes individualmente considerados y la 

 
17 

“Artículo 1. Obligación de Respetar los Derechos. 

1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a 
garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos 
de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición 
económica, nacimiento o cualquier otra condición social.”. 
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autoridad no lleva a cabo las acciones necesarias para eliminar y/o revertir tal situación; 
además, su violación también puede reflejarse en omisiones, en una desproporcionada 
aplicación de la ley o en un efecto adverso y desproporcional de cierto contenido normativo 
en contra de un grupo social relevante o de sus integrantes, con la diferencia de que, 
respecto a la igualdad formal, los elementos para verificar la violación dependerán de las 
características del propio grupo y la existencia acreditada de la discriminación estructural y/o 
sistemática. Por lo tanto, la omisión en la realización o adopción de acciones podrá dar lugar 
a que el gobernado demande su cumplimiento, por ejemplo, a través de la vía jurisdiccional; 
sin embargo, la condición para que prospere tal demanda será que la persona en cuestión 
pertenezca a un grupo social que sufra o haya sufrido una discriminación estructural y 
sistemática, y que la autoridad se encuentre efectivamente obligada a tomar determinadas 
acciones a favor del grupo y en posibilidad real de llevar a cabo las medidas tendentes a
alcanzar la igualdad de hecho, valorando a su vez el amplio margen de apreciación del 
legislador, si es el caso; de ahí que tal situación deberá ser argumentada y probada por las 
partes o, en su caso, el juez podrá justificarla o identificarla a partir de medidas para mejor 
proveer.” 

 
Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha puntualizado que:
 

“238. La Corte ha señalado que la noción de igualdad se desprende directamente de la 
unidad de naturaleza del género humano y es inseparable de la dignidad esencial de la 
persona, frente a la cual es incompatible toda situación que, por considerar superior a un 
determinado grupo, conduzca a tratarlo con privilegio; o que, a la inversa, por considerarlo 
inferior, lo trate con hostilidad o de cualquier forma lo discrimine del goce de derechos que
sí se reconocen a quienes no se consideran incursos en tal situación. En la actual etapa de 
la evolución del derecho internacional, el principio fundamental de igualdad y no 
discriminación ha ingresado en el dominio del jus cogens. Sobre él descansa el andamiaje 
jurídico del orden público nacional e internacional y permea todo el ordenamiento jurídico. 
Los Estados deben abstenerse de realizar acciones que de cualquier manera vayan 
dirigidas, directa o indirectamente, a crear situaciones de discriminación de iure o de 
facto.”18 

 

DERECHO A LA VIDA 

 
 
A este respecto, nuestra Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que el derecho 
a la vida digna debe ser entendido no sólo como el derecho al mantenimiento de la vida en 
su acepción biológica, sino como el derecho a: 

• La autonomía o posibilidad de construir el “proyecto de vida” y de determinar sus 
características (vivir como se quiere); 

• Ciertas condiciones materiales concretas de existencia (vivir bien); y 

 
18 Véase I.V.* Vs. Bolivia. Fondo. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 30 de noviembre 
de 2016. Serie C, núm., 329, párrafo 238. 

Doc ID: 5e3467929404074e49fffbd749b99b64fe98b777



 

 

• La intangibilidad de los bienes no patrimoniales, integridad física e integridad 
moral (vivir sin humillaciones). 

 
Cuestiones que deben ser armonizadas y atendidas desde el punto de vista principalista 
cuando se busca la maximización de los derechos fundamentales, como en el caso, la 
protección del derecho a la mujer a interrumpir su embarazo dentro de las instituciones 
públicas de la Ciudad de México. 
 
En ese mismo contexto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo en 
revisión 1388/2015, sostuvo que: 
 

“la salud es un derecho que protege tanto aspectos físicos como emocionales e, incluso, 
sociales, su adecuada garantía implica la adopción de medidas para que la interrupción de 
embarazo sea posible, disponible, segura y accesible cuando la continuación del embarazo 
ponga en riesgo la salud de las mujeres en su sentido más amplio. Esto implica que las 
instituciones públicas de salud deben proveer y facilitar esos servicios así como abstenerse 
de impedir u obstaculizar el acceso oportuno a ellos. (…)”. 

 
Es por ello que en términos del artículo 1°, segundo párrafo de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, las autoridades del sector salud deben de garantizar el acceso a 
las medidas para que la interrupción de embarazo sea posible y, a su vez, abstenerse de 
impedir y obstaculizar el acceso ha dicho procedimiento. 
 
Lo anterior es así, aunque dicho procedimiento médico se realice posterior a las doce 
semanas de embarazo, en el caso de riesgo alto de salud o pérdida de la vida ya sea de la 
madre o del producto, ya que el deber u obligación de la Ciudad de México es proteger esos 
derechos fundamentales, en el caso la vida y el derecho a la salud en su dimensión individual. 
 
Por tanto, se debe garantizar el acceso de las mujeres a los servicios de salud que requieren, 
especialmente a aquellas ubicadas en grupos vulnerables. La no discriminación dentro de los 
servicios de salud exige que los servicios de salud garanticen las condiciones para que las 
mujeres puedan atender efectivamente sus necesidades en salud y para que los servicios 
que únicamente son requeridos por las mujeres, como la interrupción de un embarazo por 
riesgos asociados con éste, se presten en condiciones de seguridad. 
 
Para atender lo antes dicho, es menester eliminar de nuestro Código Penal el delito de aborto, 
ya que es una cuestión irracional y contraria a la teoría de los derechos fundamentales que 
está construyendo la Ciudad de México. 
 
Al tenor de lo anterior, la Primera Sala de nuestro Máximo Tribunal, indicó que cuando las 
mujeres solicitan servicios específicos que sólo ellas requieren, como la interrupción del 
embarazo por motivos de salud, la negación de dichos servicios y las barreras que restringen 
o limitan su acceso, constituyen actos de discriminación, vulnerando con ello el artículo 1°, 
quinto párrafo de la Constitución Federal.19 

 
19 https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/listas/documento_dos/2019-04/AR%201388-2015%20-%20190404.pdf 
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Sirve de apoyo a lo anterior la Jurisprudencia del Tribunal Pleno, cuyo texto y rubro indican:20 
 

“DERECHO A LA VIDA DEL PRODUCTO DE LA CONCEPCIÓN. SU PROTECCIÓN 
DERIVA DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, 
DE LOS TRATADOS INTERNACIONALES Y DE LAS LEYES FEDERALES Y LOCALES. 
Si se toma en consideración, por un lado, que la finalidad de los artículos 4o. y 123, 
apartado A, fracciones V y XV, y apartado B, fracción XI, inciso c), de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con la exposición de motivos y los 
dictámenes de las comisiones del Congreso de la Unión que dieron origen a sus reformas 
y adiciones, de tres de febrero de mil novecientos ochenta y tres, y treinta y uno de 
diciembre de mil novecientos setenta y cuatro, respectivamente, es la procuración de la
salud y el bienestar de los seres humanos, así como la protección de los derechos de la 
mujer en el trabajo, en relación con la maternidad y, por ende, la tutela del producto de la 
concepción, en tanto que éste es una manifestación de aquélla, independientemente del 
proceso biológico en el que se encuentre y, por otro, que del examen de lo previsto en la 
Convención sobre los Derechos del Niño y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, publicados en el Diario Oficial de la Federación el veinticinco de enero de mil 
novecientos noventa y uno y el veinte de mayo de mil novecientos ochenta y uno, 
aprobados por la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión el diecinueve de junio 
de mil novecientos noventa y el dieciocho de diciembre de mil novecientos ochenta, 
respectivamente, cuya aplicación es obligatoria conforme a lo dispuesto en el artículo 133 
de la propia Norma Fundamental, se desprende que establecen, el primero, la protección 
de la vida del niño tanto antes como después del nacimiento y, el segundo, la protección 
del derecho a la vida como un derecho inherente a la persona humana, así como que del 
estudio de los Códigos Penal Federal y Penal para el Distrito Federal, y los Códigos Civil 
Federal y Civil para el Distrito Federal, se advierte que prevén la protección del bien jurídico 
de la vida humana en el plano de su gestación fisiológica, al considerar al no nacido como 
alguien con vida y sancionar a quien le cause la muerte, así como que el producto de la 
concepción se encuentra protegido desde ese momento y puede ser designado como 
heredero o donatario, se concluye que la protección del derecho a la vida del producto de 
la concepción, deriva tanto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
como de los tratados internacionales y las leyes federales y locales.” 

 
Dicho criterio deviene relevante y matizable, atendiendo a la propia interpretación de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, la cual ha sostenido que el embrión no puede ser 
entendido como persona para efectos del artículo 4.1 de la Convención Americana, por lo que 
no existe una contravención de la iniciativa de mérito a la luz del parámetro de regularidad 
constitucional, sino en cambio una armonización para poder proteger tanto la vida de la madre 
como la del producto cuando se está en alto riesgo su vida o su salud. 

 

Razonamientos sobre su constitucionalidad y convencionalidad. 

 

 
20 Visible en la página 558 del Tomo XV, febrero de 2002, del semanario judicial y su gaceta; esto es, durante la Décima 
Época. 
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Es necesario realizar un ejercicio de control de constitucionalidad y convencionalidad para 
verificar que la iniciativa que se propone no presente vicios de esa naturaleza. Sin perder de 
vista que la propuesta consiste en eliminar del Código Penal el delito de aborto. 
 
Por principio de cuentas, es importante destacar que este análisis de control constitucional 
previo se realiza a la luz del contenido del “parámetro de regularidad constitucional”,21 
teniendo como base el contenido de los siguientes derechos: 
  

• Libre desarrollo de la personalidad (autodeterminación sobre el propio cuerpo); 
• Derecho a la salud en su vertiente social e individual; y 
• Derecho a la vida y su protección constitucional. 

 
Con el objeto de que ninguno sufra una intervención o restricción constitucionalmente inválida
que provoque la inconstitucionalidad de la presente reforma a la Constitución local, respecto 
de las normas que prima facie reconocen derechos humanos en la Constitución federal y en 
los instrumentos internacionales que reconozcan un derecho de esa naturaleza, suscritos y 
ratificados por el Estados mexicano, así como la interpretación que al respecto haya realizado 
tanto la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, las cuales también forman parte del referido “parámetro de regularidad 
constitucional”. 
 
Es aplicable a lo anterior la Jurisprudencia del Tribunal Pleno, cuyo texto y rubro indican:22 

 

“DERECHOS HUMANOS CONTENIDOS EN LA CONSTITUCIÓN Y EN LOS TRATADOS 
INTERNACIONALES. CONSTITUYEN EL PARÁMETRO DE CONTROL DE
REGULARIDAD CONSTITUCIONAL, PERO CUANDO EN LA CONSTITUCIÓN HAYA 
UNA RESTRICCIÓN EXPRESA AL EJERCICIO DE AQUÉLLOS, SE DEBE ESTAR A LO 
QUE ESTABLECE EL TEXTO CONSTITUCIONAL. El primer párrafo del artículo 1o. 
constitucional reconoce un conjunto de derechos humanos cuyas fuentes son la 
Constitución y los tratados internacionales de los cuales el Estado Mexicano sea parte. De 
la interpretación literal, sistemática y originalista del contenido de las reformas 
constitucionales de seis y diez de junio de dos mil once, se desprende que las normas de 
derechos humanos, independientemente de su fuente, no se relacionan en términos 
jerárquicos, entendiendo que, derivado de la parte final del primer párrafo del citado artículo 
1o., cuando en la Constitución haya una restricción expresa al ejercicio de los derechos 
humanos, se deberá estar a lo que indica la norma constitucional, ya que el principio que 
le brinda supremacía comporta el encumbramiento de la Constitución como norma 

 
21 “PARÁMETRO DE REGULARIDAD CONSTITUCIONAL. SE EXTIENDE A LA INTERPRETACIÓN DE LA NORMA 
NACIONAL O INTERNACIONAL. Las autoridades judiciales deben aplicar el parámetro de regularidad constitucional 
incluidos, por supuesto, los estándares sobre derechos humanos-, lo cual, claramente, no se limita al texto de la norma -nacional 
o internacional- sino que se extiende a la interpretación que hagan los órganos autorizados -tribunales constitucionales y 
organismos internacionales según corresponda-. Al respecto, la Corte Interamericana ha establecido que "los órganos del Poder 
Judicial deben ejercer no sólo un control de constitucionalidad, sino también de convencionalidad ex officio entre las normas 
internas y la Convención Americana". En similar sentido, el Pleno de esta Suprema Corte de Justicia estableció, en la 
Contradicción de Tesis 21/2011, que "el control de convencionalidad es un control de constitucionalidad desde el punto de vista 
sustantivo, dada la interpretación material que se hace del artículo 1o. constitucional". Visible en la página 986, del Libro 24, 
noviembre de 2015, Tomo I, del semanario judicial y su gaceta; esto es, durante la Décima Época. 

22 Visible en la página 202 del Libro 5, abril de 2014, Tomo I, del semanario judicial y su gaceta; esto es, durante la Décima 
Época. 
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fundamental del orden jurídico mexicano, lo que a su vez implica que el resto de las normas 
jurídicas deben ser acordes con la misma, tanto en un sentido formal como material, 
circunstancia que no ha cambiado; lo que sí ha evolucionado a raíz de las reformas 
constitucionales en comento es la configuración del conjunto de normas jurídicas respecto 
de las cuales puede predicarse dicha supremacía en el orden jurídico mexicano. Esta 
transformación se explica por la ampliación del catálogo de derechos humanos previsto 
dentro de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual evidentemente 
puede calificarse como parte del conjunto normativo que goza de esta supremacía 
constitucional. En este sentido, los derechos humanos, en su conjunto, constituyen el 
parámetro de control de regularidad constitucional, conforme al cual debe analizarse la 
validez de las normas y actos que forman parte del orden jurídico mexicano.” 

DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD 

 
El derecho al libre desarrollo de la personalidad ha sido reconocido de manera implícita por 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, es decir, es un derecho no enumerado que se 
confecciona por vía jurisprudencial. 

Dicho derecho, desde su vertiente del goce a la libre autodeterminación de propio cuerpo, 
reconoce el derecho a la meta personal como una cuestión relacionada con el derecho a la 
intimidad y respecto de la cual el Estado debe únicamente proponer las medidas necesarias 
para que se logre, sin que pueda intervenirlo, salvo por cuestión de orden público o derivado 
del conflicto frene a derechos de terceros. 
 
La Constitución Política de la Ciudad de México reconoce, en su artículo 6°, inciso A), numeral 
1, el derecho al libre desarrollo de la personalidad, previendo al respecto: 
 

“1. Toda persona tiene derecho a la autodeterminación y al libre desarrollo de una 
personalidad.”. 

 
Desprendiéndose, en esencia, el reconocimiento del derecho a la autodeterminación y al libre 
desarrollo de la personalidad, ambos pertenecientes al derecho a la intimidad y a la vida 
privada, dentro del cual se encuentra el derecho al establecimiento de metas de carácter 
personal.
 
Sirve de apoyo a lo anterior la tesis aislada de la Primera Sala, cuyo texto y rubro indican:23 
 

“DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD. ASPECTOS QUE 
COMPRENDE. De la dignidad humana, como derecho fundamental superior reconocido por 
el orden jurídico mexicano, deriva, entre otros derechos personalísimos, el de todo individuo 
a elegir en forma libre y autónoma su proyecto de vida. Así, acorde a la doctrina y 
jurisprudencia comparadas, tal derecho es el reconocimiento del Estado sobre la facultad 
natural de toda persona a ser individualmente como quiere ser, sin coacción ni controles 

 
23 Visible en la página 7 del Tomo XXX, diciembre de 2009, Tomo I, del semanario judicial y su gaceta; esto es, durante la 
Novena Época. 
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injustificados, con el fin de cumplir las metas u objetivos que se ha fijado, de acuerdo con 
sus valores, ideas, expectativas, gustos, etcétera. Por tanto, el libre desarrollo de la 
personalidad comprende, entre otras expresiones, la libertad de contraer matrimonio o no 
hacerlo; de procrear hijos y cuántos, o bien, decidir no tenerlos; de escoger su apariencia 
personal; su profesión o actividad laboral, así como la libre opción sexual, en tanto que todos 
estos aspectos son parte de la forma en que una persona desea proyectarse y vivir su vida 
y que, por tanto, sólo a ella corresponde decidir autónomamente.” 

 

DERECHO A LA SALUD 

 
El artículo 4° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, reconoce el 
derecho a la salud por parte del Estado Mexicano, el cual prevé: 
 

“Artículo 4o. El varón y la mujer son iguales ante la ley. Esta protegerá la organización y el 
desarrollo de la familia. 
(…) 
Toda persona tiene derecho a la protección de la salud. La Ley definirá las bases y 
modalidades para el acceso a los servicios de salud y establecerá la concurrencia de la
Federación y las entidades federativas en materia de salubridad general, conforme a lo que 
dispone la fracción XVI del artículo 73 de esta Constitución.” 

 
Asimismo, el artículo 9°, inciso D), numeral 1 de la Constitución de la Ciudad de México, 
dispone que: 
 

“1. Toda persona tiene derecho al más alto nivel posible de salud física y mental, con las 
mejores prácticas médicas, lo más avanzado del conocimiento científico y políticas activas 
de prevención, así como al acceso a servicios de salud de calidad. A nadie le será negada 
la atención médica de urgencia.” 

 
Si bien dichos derechos gozan de una naturaleza eminentemente abstracta, la propia 
Suprema Corte de Justicia de la Nación es la que ha ido matizando su contenido y fijando los 
estándares mínimos de su protección. Indicado que se tiene una obligación constitucional por 
parte de las autoridades del Estado mexicano, de velar por el derecho a la salud en su 
vertiente social e individual. 
 
En ese sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha indicado que: 
 

“134. Conforme esta Corte lo señaló en otro caso, “los Estados son responsables de regular 
[…] con carácter permanente la prestación de los servicios y la ejecución de los programas 
nacionales relativos al logro de una prestación de servicios de salud públicos de calidad, 
de tal manera que disuada cualquier amenaza al derecho a la vida y a la integridad física 
de las personas sometidas a tratamiento de salud. Deben, inter alia, crear mecanismos 
adecuados para inspeccionar las instituciones, […] presentar, investigar y resolver quejas 
y establecer procedimientos disciplinarios o judiciales apropiados para casos de conducta 
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profesional indebida o de violación de los derechos de los pacientes”.24 
 
De la anterior interpretación se desprende que la prestación de servicios de salud públicos 
debe de ser de calidad, de tal manera que disuada cualquier amenaza al derecho a la vida y 
a la integridad física de las personas sometidas a tratamiento de salud. Es decir, la obligación 
de protección del derecho a la salud de la Ciudad de México, emana del contenido del artículo 
1°, tercer párrafo de la Constitución Federal,25 así como 1.1 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, los cuales imponen implícitamente el mandato de realizar servicios 
y la ejecución de los programas nacionales relativos para lograr la mayor eficacia en la 
prestación de servicios de salud públicos. 
 

DERECHO A LA VIDA

 
En un inicio es importante sostener que la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
en el artículo 4.1, dispone que: 
 

“Artículo 4. Derecho a la Vida. 
1. Toda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho estará protegido

por la ley y, en general, a partir del momento de la concepción. Nadie puede ser privado de 
la vida arbitrariamente. (…)”. 

Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, refirió que: 
 

“124. Esta Corte reiteradamente ha afirmado que el derecho a la vida es un derecho 
humano fundamental, cuyo goce es un prerrequisito para el disfrute de todos los demás 
derechos humanos. En razón del carácter fundamental del derecho a la vida, no son 
admisibles enfoques restrictivos del mismo.”26 

 
24 Véase Ximenes Lopes Vs. Brasil. Fondo. Sentencia de 4 de julio de 2006. Serie C, núm., 149, párrafo 99. 

25 “Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta
Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte,así como de las garantías para su 
protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta 
Constitución establece. 

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados 
internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. 

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y 
garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones 
a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley.” 

26 Véase Caso Baldeón García, supra nota 4, párrafos. 82 y 83; Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa, supra nota 4, 
párrafos. 150, 151 y 152; Caso de la Masacre de Pueblo Bello, supra nota 25, párrafos. 119 y 120; Caso de la Masacre de 
Mapiripán, supra nota 21, párrafo 232; Caso Comunidad Indígena Yakye Axa, supra nota 30, párrafos. 161 y 162; Caso
Huilca Tecse. Sentencia de 3 de marzo de 2005. Serie C No. 121, párrafos. 65 y 66; Caso “Instituto de Reeducación del 
Menor”. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C No. 112, párrafos. 156 y 158; Caso de los Hermanos Gómez 
Paquiyauri. Sentencia de 8 de julio de 2004. Serie C No. 110, párrafos. 128 y 129; Caso 19 Comerciantes. Sentencia 
de 5 de julio de 2004. Serie C No. 109, párr. 153; Caso Myrna Mack Chang. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. serie 
C No. 101, párrafos. 

152 y 153; Caso Juan Humberto Sánchez, supra nota 30, párr. 110; y Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán 
Morales y otros). Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63, párr. 144. 
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Así, los Estados tienen la obligación de garantizar la creación de las condiciones que se 
requieran para que no se produzcan violaciones de ese derecho inalienable, y en particular, 
el deber de impedir que sus agentes atenten contra él, por lo que cuando una mujer está en 
riesgo de perder su vida derivado de un embarazo de alto riesgo, el Estado debe de actuar 
para proteger su vida y la de su producto, cuando éste también tiene en riesgo su vida, y 
practicarle la interrupción cuando no exista otra medida para garantizar su salud, su integridad 
personal y su vida, estos como principios objeto de tutela integral por parte de los Estados 
constitucionales de Derecho. 
 

FACULTAD PUNITIVA DEL ESTADO 

 
El artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, indica que: 
 

“Artículo 21. La investigación de los delitos corresponde al Ministerio Público y a las 
policías, las cuales actuarán bajo la conducción y mando de aquél en el ejercicio de esta 
función. 
 
El ejercicio de la acción penal ante los tribunales corresponde al Ministerio Público. La ley 
determinará los casos en que los particulares podrán ejercer la acción penal ante la 
autoridad judicial. 
 
La imposición de las penas, su modificación y duración son propias y exclusivas de la 
autoridad judicial.”

 
Ahora bien, la facultad de investigación y de imposición de penas, le corresponde de manera 
originaria y de monopólica al Estado, ya sea por conducto del Ministerio Público y a las 
policías, y de la autoridad judicial. Con independencia de la facultad investigadora de las 
partes imputado o víctima, que pueden realizar en términos del Código Nacional de 
Procedimientos Penales. 
 
Ahora bien, la facultad punitiva del Estado, que ejercer por conducto del Poder Judicial, no es 
absoluta, sino que debe de configurarse como un deber imperativo y de necesidad, es decir, 
únicamente de aquellas conductas que razonablemente puedan considerarse como delitos. 
 
Pues bien, volviendo a la pregunta originalmente planteada, a saber: ¿El Estado debe de 
sancionar de manera punitiva a una mujer que interrumpe su embarazo?, la respuesta a la 
luz de la facultad punitiva que posee de manera monopólica el Estado debe de realizarse a 
la luz de los principios de razonabilidad y necesidad. Tomando como base si dicha conducta 
amerita la configuración, per se, de un delito.
 
Cuestión que contiene variados matices, empero que tomando en cuenta la teoría de los 
derechos fundamentales garantista que se desarrolla en el Estado mexicano y en esta 
Ciudad, la facultad punitiva debe de ser limitada a aquellas acciones que representan un 
ejercicio indebido o ilegal de una determinada actuación de los particulares en el ámbito 
privado o público. De ahí que, se estime que el que una mujer realice la interrupción de su 
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embarazo no debe de ser penado, salvo que, se trate de un aborto forzado sin el 
consentimiento de la mujer embarazada, en el cual se sancionará a la persona que hiciere 
abortar a una mujer por cualquier medio sin su consentimiento, con una pena de cinco a ocho 
años de prisión. Si mediare violencia física o moral, se impondrá de ocho a diez años de 
prisión. 
 
Por lo que, la iniciativa que se propone no va en contra de la facultad punitiva del Estado, sino 
en contrario, trata de armonizar dicho imperativo a la luz de la protección de los derechos 
fundamentales de las mujeres en la Ciudad de México. 
 

Ordenamiento a modificar 

 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a consideración de este H. Congreso de la 
Ciudad de México, la siguiente por el que se modifica el tercer párrafo artículo 76; y por 
el que se derogan el Capítulo V “Aborto”, perteneciente al Título Primero dentro del 
Libro Segundo, y los artículos que lo integran, todos del Código Penal para el Distrito 
Federal (ahora Ciudad de México), para quedar como sigue: 

Texto vigente Texto propuesto 

CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO 
FEDERAL 

 
LIBRO PRIMERO 

DISPOSICIONES GENERALES 
 

TÍTULO CUARTO 
APLICACIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE 

SEGURIDAD 
 

CAPÍTULO II 
PUNIBILIDAD DE LOS DELITOS CULPOSOS 

CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO 
FEDERAL 

 
LIBRO PRIMERO 

DISPOSICIONES GENERALES 
 

TÍTULO CUARTO 
APLICACIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE 

SEGURIDAD 
 

CAPÍTULO II 
PUNIBILIDAD DE LOS DELITOS CULPOSOS 

ARTÍCULO 76 (Punibilidad del delito culposo). 
… 
… 
… 
Sólo se sancionarán como delitos culposos los 
siguientes: Homicidio, a que se refiere el artículo 
123; Lesiones, a que se refiere el artículo 130 
fracciones II a VII; Aborto, a que se refiere la 
primera parte del párrafo segundo del artículo 
145; Lesiones por Contagio, a que se refiere el 
artículo 159; Daños, a que se refiere el artículo 
239; Ejercicio Ilegal del Servicio Público, a que 
se refieren las fracciones III y IV del artículo 259, 
en las hipótesis siguientes: destruir, alterar o 

ARTÍCULO 76 (Punibilidad del delito culposo). 
… 
… 
… 
Sólo se sancionarán como delitos culposos los 
siguientes: Homicidio, a que se refiere el artículo 
123; Lesiones, a que se refiere el artículo 130 
fracciones II a VII; Lesiones por Contagio, a que 
se refiere el artículo 159; Daños, a que se refiere 
el artículo 239; Ejercicio Ilegal del Servicio 
Público, a que se refieren las fracciones III y IV 
del artículo 259, en las hipótesis siguientes: 
destruir, alterar o inutilizar información o 
documentación bajo su custodia o a la cual tenga 
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inutilizar información o documentación bajo su
custodia o a la cual tenga acceso; propicie 
daños, pérdida o sustracción en los supuestos de 
la fracción IV del artículo 259; Evasión de 
Presos, a que se refieren los artículos 304, 305, 
306 fracción II y 309 segundo párrafo; Suministro 
de Medicinas Nocivas o Inapropiadas a que se 
refieren los artículos 328 y 329; Ataques a las 
Vías y a los Medios de Comunicación a que se 
refieren los artículos 330, 331 y 332; Delitos 
contra el Ambiente a que se refieren los artículos 
343, 343 bis, 344, 345, 345 bis y 346; Delitos 
cometidos por actos de maltrato o crueldad en 
contra de animales no humanos a que se refieren 
los artículos 350 Bis y 350 Ter, y los demás 
casos contemplados específicamente en el 
presente Código y otras disposiciones legales. 

acceso; propicie daños, pérdida o sustracción en
los supuestos de la fracción IV del artículo 259; 
Evasión de Presos, a que se refieren los artículos 
304, 305, 306 fracción II y 309 segundo párrafo; 
Suministro de Medicinas Nocivas o Inapropiadas 
a que se refieren los artículos 328 y 329; Ataques 
a las Vías y a los Medios de Comunicación a que 
se refieren los artículos 330, 331 y 332; Delitos 
contra el Ambiente a que se refieren los artículos 
343, 343 bis, 344, 345, 345 bis y 346; Delitos 
cometidos por actos de maltrato o crueldad en 
contra de animales no humanos a que se refieren 
los artículos 350 Bis y 350 Ter, y los demás 
casos contemplados específicamente en el 
presente Código y otras disposiciones legales. 

LIBRO SEGUNDO 
PARTE ESPECIAL 

 
TÍTULO PRIMERO 

DELITOS CONTRA LA VIDA, LA INTEGRIDAD 
CORPORAL, LA DIGNIDAD Y EL ACCESO A 

UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA 
 

CAPÍTULO V 
ABORTO 

LIBRO SEGUNDO 
PARTE ESPECIAL 

 
TÍTULO PRIMERO 

DELITOS CONTRA LA VIDA, LA INTEGRIDAD 
CORPORAL, LA DIGNIDAD Y EL ACCESO A 

UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA 
 

CAPÍTULO V 
(DEROGADO) 

ARTÍCULO 144. Aborto es la interrupción del 
embarazo después de la décima segunda 
semana de gestación.
 
Para los efectos de este Código, el embarazo es 
la parte del proceso de la reproducción humana
que comienza con la implantación del embrión en 
el endometrio. 

ARTÍCULO 144. Derogado. 

ARTÍCULO 145. Se impondrá de tres a seis 
meses de prisión o de 100 a 300 días de trabajo 
a favor de la comunidad, a la mujer que 
voluntariamente practique su aborto o consienta 
en que otro la haga abortar, después de las doce 
semanas de embarazo. En este caso, el delito de 
aborto sólo se sancionará cuando se haya 
consumado.  
 
Al que hiciere abortar a una mujer, con el 
consentimiento de ésta, se le impondrá de uno a 
tres años de prisión. 

ARTÍCULO 145. Derogado. 
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ARTÍCULO 146. Aborto forzado es la
interrupción del embarazo, en cualquier 
momento, sin el consentimiento de la mujer 
embarazada. 
 
Pare efectos de este artículo, al que hiciere 
abortar a una mujer por cualquier medio sin su 
consentimiento, se le impondrá de cinco a ocho 
años de prisión. Si mediare violencia física o 
moral, se impondrá de ocho a diez años de 
prisión. 

ARTÍCULO 146. Derogado.

ARTÍCULO 147. Si el aborto o aborto forzado lo 
causare un médico cirujano, comadrón o partera, 
enfermero o practicante, además de las 
sanciones que le correspondan conforme a este 
capítulo, se le suspenderá en el ejercicio de su 
profesión u oficio por un tiempo igual al de la 
pena de prisión impuesta. 

ARTÍCULO 147. Derogado. 

ARTÍCULO 148. Se consideran como 
excluyentes de responsabilidad penal en el delito
de aborto: 
 

I. Cuando el embarazo sea resultado de una 
violación o de una inseminación artificial a 
que se refiere el artículo 150 de este
Código; 

 
II. Cuando de no provocarse el aborto, la mujer 

embarazada corra peligro de afectación 
grave a su salud a juicio del médico que la
asista, oyendo éste el dictamen de otro 
médico, siempre que esto fuere posible y no 
sea peligrosa la demora; 

 
III. Cuando a juicio de dos médicos 

especialistas exista razón suficiente para 
diagnosticar que el producto presenta 
alteraciones genéticas o congénitas que 
puedan dar como resultado daños físicos o 
mentales, al límite que puedan poner en 
riesgo la sobrevivencia del mismo, siempre 
que se tenga el consentimiento de la mujer 
embarazada; o 

 
IV. Que sea resultado de una conducta 

culposa de la mujer embarazada. 
 

Artículo 148. Se deroga. 
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En los casos contemplados en las fracciones I, II
y III, los médicos tendrán la obligación de 
proporcionar a la mujer embarazada, información 
objetiva, veraz, suficiente y oportuna sobre los 
procedimientos, riesgos, consecuencias y 
efectos; así como de los apoyos y alternativas 
existentes, para que la mujer embarazada pueda 
tomar la decisión de manera libre, informada y 
responsable. 

 
Denominación del proyecto de ley o decreto y texto de la propuesta.

 

Por las consideraciones expuestas y fundadas, se somete a la consideración del Pleno de 
este honorable Congreso de la Ciudad de México la presente iniciativa con proyecto de 
decreto por el que se modifica el tercer párrafo artículo 76; y por el que se derogan el 
Capítulo V “Aborto”, perteneciente al Título Primero dentro del Libro Segundo, y los 
artículos que lo integran, todos del Código Penal para el Distrito Federal, para quedar
como sigue: 

 

CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL 
 

LIBRO PRIMERO 
DISPOSICIONES GENERALES 

 
TÍTULO CUARTO 

APLICACIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 
 

CAPÍTULO II 
PUNIBILIDAD DE LOS DELITOS CULPOSOS 

 
ARTÍCULO 76. … 

 
… 

Sólo se sancionarán como delitos culposos los siguientes: Homicidio, a que se refiere el 
artículo 123; Lesiones, a que se refiere el artículo 130 fracciones II a VII; Lesiones por
Contagio, a que se refiere el artículo 159; Daños, a que se refiere el artículo 239; Ejercicio 
Ilegal del Servicio Público, a que se refieren las fracciones III y IV del artículo 259, en las 
hipótesis siguientes: destruir, alterar o inutilizar información o documentación bajo su custodia 
o a la cual tenga acceso; propicie daños, pérdida o sustracción en los supuestos de la fracción 
IV del artículo 259; Evasión de Presos, a que se refieren los artículos 304, 305, 306 fracción 
II y 309 segundo párrafo; Suministro de Medicinas Nocivas o Inapropiadas a que se refieren 
los artículos 328 y 329; Ataques a las Vías y a los Medios de Comunicación a que se refieren 
los artículos 330, 331 y 332; Delitos contra el Ambiente a que se refieren los artículos 343, 
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343 bis, 344, 345, 345 bis y 346; Delitos cometidos por actos de maltrato o crueldad en contra 
de animales no humanos a que se refieren los artículos 350 Bis y 350 Ter, y los demás casos 
contemplados específicamente en el presente Código y otras disposiciones legales. 
 

LIBRO SEGUNDO 
PARTE ESPECIAL 

 
TÍTULO PRIMERO 

DELITOS CONTRA LA VIDA, LA INTEGRIDAD CORPORAL, LA DIGNIDAD Y EL ACCESO A 
UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA 

 
CAPÍTULO V
(DEROGADO) 

 
ARTÍCULO 144. Derogado. 
 
ARTÍCULO 145. Derogado. 
 
ARTÍCULO 146. Derogado. 
 
ARTÍCULO 147. Derogado. 
 
ARTÍCULO 148. Derogado. 
 

TRANSITORIOS 

 
Primero. Remítase a la Jefatura de Gobierno para su promulgación y publicación en la 
Gaceta Oficial de la Ciudad de México para su conocimiento y difusión. 
 
Segundo. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en la
Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 
 
Tercero. A partir de la entrada en vigor del presente Decreto, las personas juzgadoras de la 
causa tomarán las providencias y desahogarán las diligencias correspondientes para que las 
mujeres o personas gestantes sancionadas por el delito de aborto sean puestas en absoluta 
libertad de manera inmediata. 

A t e n t a m e n t e 
 

 
 

MIRIAM VALERIA CRUZ FLORES 

 
 

VALENTINA BATRES GUADARRAMA 

 
 

 MARCELA FUENTE CASTILLO 
 

 
 

ANA FRANCIS LÓPEZ BAYGHEN 
PATIÑO 
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ALEJANDRA MÉNDEZ VICUÑA 

 
 

NANCY MARLENE NÚÑEZ RESÉNDIZ 

 
 

 YURIRI AYALA ZÚÑIGA  

 
 

 XOCHITL BRAVO ESPINOSA 
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